El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Temas: 


CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / PERTENENCIA / CONFLICTO POSITIVO DE COMPETENCIA / IMPROCEDENTE -  Surge de tales pruebas que se ha producido un conflicto positivo de competencia entre el agente especial liquidador de la sociedad La Montaña Construcciones SAS y el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal respecto de cuál de ellos es el competente para conocer del proceso de pertenencia en el que solicitan  los señores Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao se les declare propietarios de un inmueble respecto del cual la citada sociedad figura como titular del derecho de dominio, con el argumento de que lo adquirieron por el modo de la prescripción.

Sin embargo, no se ha suscitado el conflicto respectivo ante la autoridad competente para dirimirlo, sin que sea la tutela el mecanismo idóneo para definirlo.

En efecto, aunque el Código General del Proceso no señala el  trámite que debe adelantarse en casos como los que ofrece el caso concreto, contrario a lo que ocurre cuando de un conflicto negativo de competencia se trata, el artículo 139 que en términos generales lo regula, dice en el inciso 5º: “Cuando el conflicto de competencia se suscite entre autoridades administrativas que desempeñen funciones jurisdiccionales, o entre una de estas y un juez, deberá resolverlo el superior de la autoridad judicial desplazada”.

De manera que antes de acudir a la acción de amparo, debió el actor solicitar a la autoridad competente para definir el conflicto de competencia, en este caso positivo, cuál de los funcionarios enfrascados en la discusión debe conocer del asunto, pues por sabido se tiene que como mecanismo de protección de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de amparo solo procede cuando de resultar vulnerados o amenazados, los medios previstos en el ordenamiento legal no resultan suficientes para garantizarlos. 

En consecuencia, no puede ser empleada cuando para la controversia planteada existen medios ordinarios previstos en la ley para dirimirlos. Ello guarda relación con el segundo de los requisitos generales para la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, el de la subsidiaridad, a que se refiere la primera providencia transcrita que en este caso no se satisface.

En síntesis, la tutela reclamada resulta improcedente porque no puede ser empleada como mecanismo para decidir lo relacionado con la competencia para conocer del citado proceso de pertenencia, en razón a que para ese efecto existe otra vía judicial que no puede ser reemplazada por este medio excepcional de protección, a la que aún no se ha acudido. Por tanto, en la forma indicada se decidirá la cuestión.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

 Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

 Pereira, abril veinticinco (25) de dos mil dieciocho (2018)

 Acta No. 132 del 25 de abril de 2018
 Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00145-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Andrés Felipe Ocampo Villegas, agente especial interventor de La Montaña Construcciones SAS, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el representante legal de la citada sociedad y los señores Mauricio González Suárez, Luz Elena Bautista Henao y Martín Emilio Benjumea Pérez.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del accionante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Por Resolución 1167 del 10 de mayo de 2017, la Secretaría de Gobierno de Santa Rosa de Cabal ordenó la toma de posesión inmediata de todos los negocios, bienes y haberes de la sociedad La Montaña Construcciones. En el artículo 4º de ese acto administrativo se designó para esa labor al accionante, en calidad de agente especial interventor.
1.2 Tal condición le confiere amplias facultades para administrar la citada sociedad, de conformidad con la Resolución No. 1167 de 10 de mayo de 2017, en la que se ordena: a) prevenir a los deudores y a las personas naturales o jurídicas que tengan negocios o procesos judiciales pendientes con La Montaña Construcciones, para que a partir de esa fecha, todos los asuntos legales los tramiten ante el agente especial, al cual, además, se deben pagar las obligaciones a favor de esa sociedad; b) ordenar a la Superintendencia de Notariado y Registro que informe sobre la existencia de folios de matrícula de bienes en los que aparezca la sociedad intervenida como titular e incluir allí el registro de la toma de bienes, específicamente sobre el identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-63733. Además, cancelar los embargos decretados con anterioridad a la medida de intervención y abstenerse de inscribir cualquier acto que afecte tal patrimonio; c) prevenir a los acreedores a fin de que entreguen los activos al interventor; c) disponer la ocupación inmediata de los libros de contabilidad de la sociedad; d) ordenar la guarda efectiva de los bienes tomados; e) decretar el embargo y secuestro de los bienes muebles e inmuebles, así como los derechos de cualquier naturaleza de propiedad de La Montaña Construcciones. Se adoptó aquella misma medida sobre los dineros y títulos de esa sociedad; f) correr traslado a la Fiscalía General de la Nación para que adelante la investigación penal correspondiente; g) comunicar a las autoridades de ejecución coactiva sobre la imposibilidad de continuar los procesos ejecutivos en contra de la sociedad; h) inscribir la medida en el registro de comerciantes de la Cámara de Comercio de Santa Rosa de Cabal; i) comunicar a los juzgados en los que se adelantan procesos ejecutivos y j) comisionar al interventor “para que la ejecución de las medidas adoptadas (sic), el que podrá solicitar y decretar las que estime necesarias para el cumplimiento de la toma de posesión”.
1.3 Se dio publicidad a la citada medida administrativa de conformidad con el artículo 17 de la Ley 66 de 1968, a efecto de que los terceros interesados intervinieran en ese trámite; el término final para hacerse parte en el mismo venció el 31 de agosto de 2017.

1.4 El 21 de junio de 2017, el apoderado de los señores Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao, manifestó su deseo de intervenir en la actuación administrativa y solicitó reconocerlos como propietarios totales del derecho de dominio que le pertenece a La Montaña Construcciones sobre el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-63744.
1.5 De los documentos allegados con esa petición, se pudo establecer que los citados señores habían iniciado proceso de pertenencia, ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
1.6 Por auto del 7 de junio de 2017, ese despacho dispuso la citación del interventor.
1.7 Por acto No. 006 del 4 de enero de 2018 el accionante decidió no reconocer a los señores González Suárez y Bautista Henao como poseedores del citado inmueble; reconocer que es de propiedad de la sociedad y advertir al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal “no dar continuación al presente proceso, ya que ha pasado la competencia de adelantar y conocer dicho proceso (sic) es al Interventor”. Este acto administrativo fue debidamente notificado al referido despacho.
1.8 El 12 de julio de 2017 el interventor requirió al juzgado accionado para que diera cumplimiento a lo ordenado y mediante comunicado, no dice de qué fecha, le solicitó remitirle el respectivo expediente.

1.9 Mediante proveído del 25 de agosto de 2017, el referido juzgado resolvió no remitirle el expediente.

1.10 Ante una nueva solicitud elevada con sustento en las facultades conferidas al agente especial interventor por el Decreto 2610, una de ellas la de ser juez del proceso, por auto del 13 de febrero último el juzgado negó nuevamente el envío de las diligencias, en razón a que las funciones del interventor son meramente administrativas y no jurisdiccionales.

1.11 Considera que la funcionaria accionada extralimitó sus funciones, al continuar con el trámite de un proceso contra una sociedad intervenida, con desconocimiento de las normas que regulan los procesos de intervención, máxime que de conformidad con el oficio No 1489 de la Superintendencia de Sociedades, los municipios tienen preferencia para adelantar esos trámites administrativos. 
1.12 La negativa del juzgado, además, generó la suspensión del proceso de intervención. 
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado “la suspensión inmediata y la remisión del expediente que se encuentra bajo radicado número 2017/318 al agente especial interventor”.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 11 de abril último se admitió la tutela y se ordenó vincular al representante legal de La Montaña Construcciones y a los señores Luz Elena Bautista Henao, Mauricio González Suárez y Martín Emilio Benjumea Pérez; también a las personas indeterminadas que hayan intervenido en el proceso en el que encuentra el actor lesionados sus derechos.

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado informó que por auto del 7 de junio de 2017 se admitió la demanda de pertenencia promovida por Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao contra La Montaña Construcciones SAS y se ordenó la notificación del agente especial designado para la toma de posesión de esa sociedad. Mediante proveído del 31 de julio de 2017 resolvió reponer la decisión que rechazó la publicación del emplazamiento “efectuada al acreedor hipotecario y a las personas indeterminadas”. Frente a los hechos de la demanda, dijo que por auto del 25 de agosto de 2017 decidió negar las solicitudes de remisión y suspensión de ese proceso, elevadas por el interventor, ya que el proceso adelantado no es de naturaleza ejecutivo. Ante unas nuevas peticiones formuladas en tal sentido, se ofició al Consejo Superior de la Judicatura y a la Superintendencia de Sociedades para que informaran si los procesos de prescripción “estaban cobijados por la Resolución 1167 del 10 de mayo de 2017 emitida por el Alcalde Municipal”, pero la única respuesta que se obtuvo fue del primero que le manifestó que no es órgano consultivo. Finalmente, el pasado 13 de febrero se abstuvo de remitir el expediente al agente interventor porque este carece de funciones jurisdiccionales. Frente a esta determinación y la adoptada el 25 de agosto de 2017 las partes guardaron silencio.      
2.2 El apoderado de los señores Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao en el proceso objeto del amparo, se pronunció, pero dejó de aportar el poder que le fuera concedido para actuar en esta acción constitucional, razón por la cual carece de derecho de postulación y sus argumentos no serán apreciados.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. El problema jurídico que debe resolver la Sala, es determinar si procede la acción de tutela contra las decisiones por medio de las cuales el juzgado accionado negó la remisión del proceso de pertenencia promovido contra La Montaña Construcciones SAS, al trámite de intervención administrativa que adelanta el actor. De serlo se establecerá si en esa actuación se incurrió en la lesión de derechos fundamentales invocada.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas acreditan los siguientes hechos:

4.1 Por medio de oficio del 7 de julio de 2017, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal le comunicó al señor Andrés Felipe Ocampo Villegas, agente interventor de La Montaña Construcciones SAS, el contenido de la providencia dictada el 7 de junio de 2017, por medio de la cual se ordenó citarlo al proceso de pertenencia adelantado por los señores Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao contra esa sociedad
.
4.2 El 12 del citado mes, el citado interventor solicitó a ese despacho dar cumplimiento a lo ordenado en la Resolución No. 1167 de 2017 expedida por la Secretaría de Gobierno de Santa Rosa de Cabal
 y el 16 de agosto siguiente pidió la suspensión y remisión de ese proceso de prescripción adquisitiva
.
4.3 Por auto del 25 de agosto de 2017 la funcionaria accionada decidió negar esa petición, con sustento en que los procesos de pertenencia no están incluidos en el acto administrativo que establece los asuntos que debe ser remitidos al interventor
.
4.4 En escritos presentados el 25 de septiembre
, 4 y 6 de diciembre de 2017
, el interventor reiteró la solicitud de suspensión y envío del expediente.

4.5 Mediante Resolución No. 006 del 4 de enero último el citado agente interventor decidió: a) no reconocer a Mauricio González Suárez y a Luz Elena Bautista Henao como poseedores del bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-63744; b) reconocer que ese bien es de propiedad de La Montaña Construcciones SAS y c) advertir al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal “no dar continuación al presente proceso”
.  
4.6 El pasado 13 de febrero la funcionaria accionada reiteró su determinación de no remitírselo
.
5. Surge de tales pruebas que se ha producido un conflicto positivo de competencia entre el agente especial liquidador de la sociedad La Montaña Construcciones SAS y el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal respecto de cuál de ellos es el competente para conocer del proceso de pertenencia en el que solicitan  los señores Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao se les declare propietarios de un inmueble respecto del cual la citada sociedad figura como titular del derecho de dominio, con el argumento de que lo adquirieron por el modo de la prescripción.

Sin embargo, no se ha suscitado el conflicto respectivo ante la autoridad competente para dirimirlo, sin que sea la tutela el mecanismo idóneo para definirlo.

En efecto, aunque el Código General del Proceso no señala el  trámite que debe adelantarse en casos como los que ofrece el caso concreto, contrario a lo que ocurre cuando de un conflicto negativo de competencia se trata, el artículo 139 que en términos generales lo regula, dice en el inciso 5º: “Cuando el conflicto de competencia se suscite entre autoridades administrativas que desempeñen funciones jurisdiccionales, o entre una de estas y un juez, deberá resolverlo el superior de la autoridad judicial desplazada”.
De manera que antes de acudir a la acción de amparo, debió el actor
solicitar a la autoridad competente para definir el conflicto de competencia, en este caso positivo, cuál de los funcionarios enfrascados en la discusión debe conocer del asunto, pues por sabido se tiene que como mecanismo de protección de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de amparo solo procede cuando de resultar vulnerados o amenazados, los medios previstos en el ordenamiento legal no resultan suficientes para garantizarlos. 
En consecuencia, no puede ser empleada cuando para la controversia planteada existen medios ordinarios previstos en la ley para dirimirlos. Ello guarda relación con el segundo de los requisitos generales para la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, el de la subsidiaridad, a que se refiere la primera providencia transcrita que en este caso no se satisface.
6. En síntesis, la tutela reclamada resulta improcedente porque no puede ser empleada como mecanismo para decidir lo relacionado con la competencia para conocer del citado proceso de pertenencia, en razón a que para ese efecto existe otra vía judicial que no puede ser reemplazada por este medio excepcional de protección, a la que aún no se ha acudido. Por tanto, en la forma indicada se decidirá la cuestión.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO. Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Andrés Felipe Ocampo Villegas, agente especial interventor de la sociedad La Montaña Construcciones SAS, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el representante legal de la citada sociedad y los señores Mauricio González Suárez, Luz Elena Bautista Henao y Martín Emilio Benjumea 
Pérez.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2018-00145-00)
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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